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Introducción

La inclusión en la Constitución Política de 1991 de derechos 
e intereses colectivos, abre un campo de acción en materia de 
interpretación constitucional en Colombia. Este desarrollo juris-
prudencial debe estar guiado fundamentalmente por las senten-
cias de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, quienes 
se encargan de dotar de contenido a esta institución jurídica. 
Las altas cortes, con base en la carta rectora y especialmente en 
los principios y valores consagrados en ella, lo mismo que en la 
necesidad de ajustar los parámetros legales a las circunstancias 
políticas, sociales y económicas del país, pueden articular dos 
instituciones jurídicas, que en principio no se observan articu-
ladas, como son la denominada patrimonio público y la mora-
lidad administrativa, que posibilitan una línea de investigación 
con alcance teórico y práctico en el orden jurídico colombiano.

El Estado colombiano tiene a su cargo la obligación consti-
tucional de brindarle efectiva protección a los bienes que con-
forman el patrimonio público, tal como lo dispone la Constitu-
ción Política. A su vez, la moralidad administrativa es una de 
las instituciones que posibilita esta protección. Ahora bien, si 
el patrimonio público está conformado por los bienes que se 
encuentran afectados al cumplimiento de los fines del Estado, 
por un lado, y la moralidad administrativa, por el otro, facilita su 
protección; parece pertinente una articulación entre ambas ins-
tituciones, que posibilite una hermenéutica más ajustada a las 
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finalidades constitucionales. Esta articulación entre patrimonio 
público y moralidad administrativa se pueden visibilizar, ade-
más, a través de la corrupción y la inmoralidad. 

En términos generales, se denomina contratación admi-
nistrativa a un amplio campo del derecho administrativo, me-
diante el cual, tanto entidades de tipo estatal como particulares, 
pueden contratar con la Administración pública para el cumpli-
miento de varios de los fines del Estado. Este tipo de contrata-
ción, posibilita entender la relación que existe entre contratación 
administrativa, patrimonio público y moralidad administrativa. 
Basta entender que la contratación administrativa recae, por re-
gla general, sobre bienes que tienen la característica de patrimo-
nio público, es decir, bienes públicos porque están destinados a 
cumplir fines estatales.

El Estado colombiano tiene a su cargo la obligación consti-
tucional de brindarle efectiva protección a este tipo de bienes, 
como lo dispone la Constitución Política. La inclusión de este 
derecho tiene como objetivo primordial posibilitar a los ciuda-
danos la exigencia del buen manejo de los recursos públicos, 
los cuales deben de ser ejecutados por medio de la contratación 
administrativa la que, a su vez, debe cumplirse bajo los princi-
pios de legalidad y moralidad administrativa, entre otros. 

Ahora bien, la moralidad administrativa tiene una doble 
connotación: derecho colectivo, por un lado, y principio de la 
función pública, por el otro; aspectos que explican la búsque-
da de su aplicabilidad, mediante el ejercicio de las acciones 
populares. Para el tratadista Juan Ángel Palacio Hincapié, los 
derechos colectivos  “son aquellos relacionados con el mejo-
ramiento y mantenimiento de la buena calidad de vida, se re-
conocen, por tanto, a toda la comunidad, por lo cual, el titular 
del derecho es una pluralidad de personas identificadas como 
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un todo y no individualmente”.1 Esto significa que cuando los 
bienes públicos tienen un carácter adscrito al mejoramiento y 
mantenimiento de la buena calidad de vida de los colombianos, 
permiten que sobre ellos recaiga no sólo la contratación admi-
nistrativa, sino la defensa de los mismos, mediante el ejercicio 
de la acción popular.

Pero la denominada moralidad administrativa no incluye 
todo tipo de moral, sólo se refiere a la que está  inmersa en 
el ejercicio de algunas funciones públicas. En este sentido, el 
núcleo de la presente investigación recae sobre este concepto 
y su relación con otras instituciones jurídicas. Por esta razón, la 
contratación administrativa, que  recae sobre bienes públicos, 
y el ejercicio de las acciones populares, son caras de la misma 
moneda, y permiten hacer operativo un concepto de contenido 
indeterminado. Como la moralidad administrativa, en su ca-
lidad de derecho-principio no busca proteger la moralidad en 
abstracto, ni la moralidad en general, sino una especie de ella, 
la que el constituyente denominó moralidad administrativa, es 
importante precisar el alcance del adjetivo  “administrativa”. Di-
cho adjetivo no se relaciona estrictamente con el ejercicio de la 
función pública, sino con la ejecución de actividades por parte 
del Estado.

Como derecho, la moralidad administrativa forma parte de 
los llamados derechos colectivos, pero está provista de una alta 
proyección sobre la realidad. Esta institución no se encuentra 
atada a un acto o momento específico, ya que puede manifes-
tarse mediante distintas acciones e instrumentos. Así, en el caso 
de los contratos estatales, los actos administrativos, las simples 
o puras acciones materiales del Estado, entre otras formas de 

1	 Juan Ángel Palacio Hincapié, Derecho Procesal Administrativo, 5ª ed., 
Bogotá, Librería Jurídica Sánchez, 2005, pp. 379-380.
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actuación administrativa. Más frecuente es su relación estrecha, 
pero no exclusiva con la corrupción, que visibiliza ciertos aspec-
tos de estas actuaciones estatales. Por esta razón, el Consejo de 
Estado manifiesta que la moralidad es un supuesto de subsis-
tencia del mismo Estado2. 

Como hipótesis de este trabajo se afirma que la moralidad 
administrativa no se aplica en forma adecuada, porque existe 
desconocimiento de los alcances de esta institución jurídica y, 
al mismo tiempo, existe falta de justicialidad en su observancia 
y desarrollo.

El objetivo general de esta investigación jurídica consiste en 
identificar los presupuestos de aplicabilidad jurídico y fáctico del 
derecho a la moralidad administrativa en el ordenamiento legal 
colombiano, y cuál es su relación con el control de la actividad 
estatal en la contratación administrativa, la defensa del patri-
monio público, y la corrupción administrativa. El trabajo está 
dividido en tres capítulos, que corresponden a cada uno de los 
objetivos. En el primero se realiza una aproximación a los con-
ceptos de patrimonio público y moralidad administrativa, desde 
el punto de vista legal y constitucional. También se aborda su 
desarrollo jurisprudencial, particularmente por parte del Conse-
jo de Estado. En el segundo se analiza la regulación normativa 
de la contratación administrativa y su relación con la moralidad 
administrativa, lo mismo que su tratamiento jurisprudencial; y 
en el último, que corresponde al replanteamiento de uno de los 
objetivos, se describen algunos casos de corrupción administra-
tiva en materia de contratación pública, que ejemplifican estas 
relaciones.

2	 Consejo de Estado de Colombia, Sentencia de 30 de agosto de 2007, 
Consejero ponente Enrique Gil Botero, Expediente 20004-0009. Cfr. 
pp.1-78.
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El método de este trabajo es analítico descriptivo. Las fuen-
tes consultadas son fundamentalmente jurisprudenciales y doc-
trinarias; entre ellas se destacan las siguientes: algunas senten-
cias del Consejo de Estado, porque es la entidad que en Colom-
bia conoce y desarrolla los asuntos relacionados con la activi-
dad estatal que, a su vez, impacta cada uno de los temas trata-
dos en esta investigación. También se analizan algunos trabajos 
doctrinarios, como el del doctor Ernesto Matallana Camacho, 
porque son importantes para el tratamiento de la contratación 
administrativa y de la corrupción presente en este campo. Por 
último, la amplia información divulgada por algunos medios de 
comunicación, sirve para ilustrar y complementar el problema 
estudiado. 

Este trabajo busca ser un aporte al amplio campo que abre 
la institución jurídica denominada moralidad administrativa, en 
sus relaciones con la contratación administrativa y el patrimonio 
público, que mostrarían un primer  horizonte. Por otro lado, la 
corrupción y la inmoralidad, que visibilizan algunos aspectos de 
estas relaciones, posibilitan a terceros y al mismo Estado buscar 
la protección de dichos actos y contratos, entre otros, mediante 
el ejercicio las acciones populares.


